






























Artículo 203 Comentarios al Código Penal 

voluntad de uno de los _moradores que cuenta con la plenitud en el ejercicio del derecho . 
comparten_ estas reflexiones _completar lo señalado en líneas anteriores, 
do ahora, sm ambages, que el bien 1und1co protegido por el delito de allanamiento e , an 
es la mt1m1dad personal. La referencia a la intimidad famiJ1·ar es va·1·d . p r,onaJ · . . . 1 a siempre y cuando 
existan crnenos diferentes entre las personas de idéntico derecho b 1 . no · . so re a presencia en 
espacio comu_n, de un tercero (cfr. SSTC italiano 56/73 y español 231¡1988, de 2 de 

El consent1m1ento de y/o permanencia puede ser expreso 0 tácito. El hecho de 
_permiso pueda ser tac!lo no quiere decir que el simple hecho de ue la uerta que 

v1v1enda se entreabierta permita entender que existe tal cd: una 
Madrid (Semon 5.-), num. i23/2000, de 31 de enero (ARP 2000\336]). 1 :ji SAP 

Casi todos nuestros Códi_gos Penales históricos han previsto un tipo de allanamiento de mo . 
da agravado cuando el 1hrno se comete con violencia 0 intimidación (arts 404 CP de 18 8 

ra 
CP de 1850, 504 CP de 1870, 668 CP de 1928, 482 CP de 1932, 490 CP de 490 CP d:1 ,414 

su.bt1po agravado comprende aquellos supuestos en que la intimidaci ,973). 
ayan e1erc1'.ado para entrar o mantenerse en la morada ajena y comprende también 1 on se 

¡uestos de vis m re, e_ntendiendo Ja jurisprudencia equiparable la violencia 0 
as personas con Ja eiercitada m rebus siempre que la violencia materi·a1 s b l n 

m d · d · · · d . o re as cosas sea el 
e 10 e e1ecuc1on e allanamiento» (STS 179/2007, de 7 de marzo [RJ 2007\3248]) Esto ocu 

por_e¡emplo, se fractura la puerta de entrada (cfr. STS 1-4.2003 ¡R¡ 2003\ 26
95

1) L. 
v10lenc1a pued.e _r_eahzarse, pues, sobre las cosas como sobre las personas. También s ª 
incluye la prev1s10n expresa de la intimidación aunque sea muy cercana e t e 
la de 1 · 1 ·. E 1 . . . ' • n es e contexto a 
a . a vio enc1a. n re ac1on con la puede consultarse la STS 474¡2004, de 1 de 

bnl [R/_2004\3260], en Ja que el agresor se valio de una navaja y de la introducción de su3 
en el qu1c10 de la puerta para franquearse la entrada en la casa. pie 

El ihcito que se realice en el interior de la morada (robo, hurto, asesinato ele debe 
¡uzgado en reg1men de concurso real con el delito de allanam1·ento de d , .) ser 
b. · ·d· . . mora a puesto que el 

1en ¡un 1co protegido es diferente en uno y otro tipo penal. 

Artículo 203 

l . Será castigado con las penas de prisión de seis meses a un año mult d · · 
el la v?luntad de su titular en el domicilio de u:a 
pnfva a, deslpa o profesional u oficina, o en establecimiento mercantil o loca.! abierto al públi· 
co uera e as horas de apertura. 

_s_erá castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años, el que con violencia 
0 

intimi­
. o se contra la voluntad de su t itular en el domicilio de una rsona 

despacho profesional u oficina, o en establecimiento mefc:ntil o 

Francisco Javier Malía Portilla 

§t. APARTADO I 

La introducción _de este en el Código Penal se debe a una discutible ·uris rudencia 
vertida por el Tnbunal Consutuc1onal en Ja STC 137/ 1985 F) 2 en la Jfi p d . ( . · , que se a rma que una 
persona JUn_ ica en particular, una empresa mercantil) es titular del derecho fundamental a :i del domicilio. Tal_afirmación es difícilmente compatible con la idea de que 
. cit.a 0 erecho la int1m1dad personal ya que, como resulta obvio, las ersonas ·u­

nd1 cas carecen (ATC_257/1985, FJ 2.º, y SSTC 69/1999, F) 2.º. y 22¡2003, FJ in me. 
todo caso, la dec1s10n del Tribunal Constitucional explica que el legislador penal 
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rever el delito de entrar «contra la voluntad de su titular en el domici lio de una persona 
pundica pública o privada, despacho profesional u oficina, o en establecimiento mercantil o 
local abierto al público fuera de las horas de apertura». 

La inclusion de las personas jurídico-públicas en el art. 203.J CP no deja de ser sorprenden­
ie Resulta claro que. aunque pueda considerarse excepcionalmente a las personas 1undico­
pubhcas la mularidad de algunos derechos fundamentales (como son los referidos a la tutela 
iudicial efectiva o al respeto del pnncipio de igualdad), no les asiste el derecho a la mviolabih­
dad del domicilio. Por tal motivo. el bien jurídico protegido en este caso deberá ser distinto al 
apuntado por el Tribunal Conslltucional, pudiendo ¡ustificarse tal previsión, posiblemente. 
en la propia necesidad de mantener el orden público en los espacios públicos, aunque ex1s­
ian normas específicas en otras partes del Codigo Penal (por ejemplo. el arl. 493). 

Los problemas interpretativos que suscita esta tipificación no son menores. Mientras que la 
determinación del concepto penal de morada no presenta especiales problemas conceptua­
les. sí que resulta problemático delimitar qué espacios de una persona jurídica están prote­
gidas por el tipo penal [domicilio social, establecimiento(s) de dirección, etc.). No ayuda en 
esta d1reccion la afirmación reahzada por el Tribunal Constitucional de que las personas ju­
ndicas gozan de una menor intensidad de protección de la inviolabilidad del domicilio (STC 
69/1999, FJ 2 º). Estamos, pues. al parecer, en presencia de un derecho debilitado respecto 
del que poseen las personas f1sicas (aunque tal entendimiento no pueda deducirse del tenor 
literal empleado en el art. 18.2 CE). 

A la hora de determinar el concepto de domicilio de las personas jurídicas nos resu lta inútil 
el concepto penal de morada (ya que ésta se caracteriza por la posesión íntima de la persona 
fisica) . A fin de avanzar en la delimitación del domicilio de las personas jurídico-privadas, 
puede sernos útil recordar la visión restrictiva manejada por el Tribunal Constitucional en la 
Sentencia 69/1999, cuando afirma que dicho domicilio constitucional se extiende a «los es­
pacios fis1cos lde la sociedad mercantil) que son indispensables para que puedan desarrollar 
su actividad sin intromisiones ajenas, por constituir el centro de d irección de la sociedad o 
de un establecimiento dependiente de la misma o servir a la custodia de los documentos u 
otros soportes de Ja vida diaria de la sociedad o de su establecimiento que quedan reserva­
dos al conocimiento de terceros». Aunque sea una tarea compleja determinar, en cada caso, 
si un local constituye, o no, domicilio de una persona jurídico-privada, algunas pistas nos 
da la jurisprudencia. Así, por ejemplo, el Tribunal Supremo declara que un espacio «que se 
encontraba en un rincón del local !abierto al público] sin elemento alguno establecido para 
preservar la intimidad de las actividades que allí se realizaran, ni la privacidad del espacio, 
y donde tampoco existían señales o avisos de no ser accesibles al público, lo que permitía a 
cualquiera la observación y la propia presencia sin trabas ni impedimentos» (STS 312/2009, 
de 25 de marzo f RJ 2009\3444]. Ver también la STS 553/1995, de 7 de abril [R/ 1995\ 2836], en la 
que es ajeno a dicho concepto const itucional. También ha hecho notar que, «siendo la intimi­
dad que garantiza el art.18.J CE el bien jurídico básicamente protegido, en relación con el cual 
tiene el domicilio un indispensable valor instrumental ya que es en el mismo donde la per­
sona salvaguarda normalmente su intimidad. la protección penal de algunos de los espacios 
enumerados en el art. 203.1, y concretamente la de los locales abiertos al público fuera de las 
horas de apertura. debe quedar limitada a los casos en que la entrada inconsentida en aqué­
llos lesione o ponga en peligro la legítima reserva con que el titular del local pretenda rodear 
determinados objetos o datos que se custodien en el mismo. en la medida en que afecten a su 
mt1m1dad personal o profesional» (SIS 505/1999, de 3 de abril IR/ 1999\ 1461]. A la luz de esta 
doctrina podemos concluir que la nocion penal de domicilio de la persona jurídica no puede 
equipararse con un concepto preexistente de domicilio (fiscal, social, etc.), sino que integrará 
todo espacio en el que una persona jurídico-privada haya proyectado su vida pnvada y se 
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encuentre excluido al libre acceso de terceros (por no ser espacios abiertos al público, 0 por 
haberse realizado la inmisión fuera del horario de apertura). 

Específicos problemas suscitan los locales abiertos al público. El Fiscal General del Estado 
estima, en la Consulta n / 97, que estarnos en presencia de un local abierto al público cuando 
concurren dos notas: «existencia de una cierta infraestructura y acondicionamiento de un 
local que permitan el acceso físico de público a su interior» (lo que excluye quioscos). y, por 
otro lado, que «en tales locales ha de poder acceder indiscriminadamente cualquier persona 
-sin perjuicio de la reserva del derecho de admisión y de la existencia de un horario de 
apertura-». Se excluyen. así, «aquellos edificios públicos en Jos que la actividad desarrollada 
no permita en modo alguno el acceso a los mismos de terceras personas distintas de quienes 
allí prestan sus servicios. es decir. de público», extendiéndose su alcance, sin embargo. a los 
espacios «en los que no concurre la nota de la afectación a servicios públicos de interés ge. 
neral». Especial interés presenta la SAP León (Sección 3.') 13/2008. de 13 de noviembre !JUR 
2009\162693], en la que se aclara que un mesón que ha dejado de funcionar no es un local 
abierto al público en el sentido previsto en los arts. 203 y 204 CP. 

El tipo penal en examen solamente sanciona el allanamiento activo (entrar en el domicilio 
en contra de Ja voluntad del titular) que se produzca en Jos locales fuera del horario de aper· 
tura. Es lógico que así sea, dado que el mismo Código Penal contempla en otro lugar como 
falta el hecho de mantenerse «contra Ja voluntad de su titular, fuera de las horas de apertura. 
en el domicilio de una persona jurídica pública o privada, despacho profesional u oficina o 
establecimiento mercantil o local abierto al público» (art. 635). Aunque Ja determinación del 
titular puede suscitar problemas interpretativos (¿es el máximo responsable de Ja persona 
jurídica? ¿cualquier persona que se integre en la misma?), así como la delimitación del rasgo 
de ajeneidad que parece requerir el tipo penal (¿el obrero de la empresa que invade Ja zona 
de oficinas es autor penalmente responsable ?). ninguna de estas cuestiones ha suscitado re­
flexiones jurisprudenciales que podamos t raer a colación. 

Parece. por otra parte. y como ya se ha adelantado, que la legitimidad de las restricciones que 
se produzcan en el domicilio de las personas jurídicas se encuentra igualmente sometida 
a un juicio de proporcionalidad menos exigente que el relacionado con las moradas de las 
personas físicas (STC 69/ 1999, FFJ] 4.2 y 5.2). afirmación que. si bien resulta razonable des· 
de un punto de vista lógico, no deriva del tenor literal del art. 18.2 CE ni se compadece con 
el estricto límite delimitador del derecho fundamental en examen (que solamente permite 
entradas no consentidas a través de Ja resolución judicial o, excepcionalmente. en supuestos 
de delito flagrante). Dicha menor protección se refleja. en el caso que nos ocupa, en la exigen­
cia de un dolo específico. que. es bueno recordarlo, no concurre en relación con el delito de 
allanamiento de morada. Los Tribunales suelen exigir, en efecto, un dolo específico, sin que 
baste con Ja asunción de que se está entrando en un Jugar privado. Dicho en palabras del Tri­
bunal Supremo. únicamente «cuando el culpable( ... ) pretenda no sólo el apoderamiento de 
las cosas muebles ajenas sino que persiga también otras finalidades -como v. gr. examinar 
documentos u obtener información comercial- se lesionaría específicamente un ámbito de 
privacidad legalmente protegido distinto del patrimonio y se estaría en el escenario propio 
del concurso de delitos al vulnerarse claramente. en ese caso, dos bienes jurídicos diferentes. 
lo que es llano que en el presente caso no se produjo pues la introducción en el local la hizo 
el acusado con el exclusivo "ánimo de obtener un beneficio económico", apoderándose de 
efectos y dinero sin que, como en el caso contemplado por nuestra Sentencia 44/ 1999, de 18 
de enero [R/ 1999, 131]. "se hubiera proyectado sobre bienes jurídicos atinentes a la intimidad 
o privacidad del titular o usuario del establecimiento, que no ha resultado afectada más alla 
de lo imprescindible para materializar el ataque al pat rimonio ajeno" (en el mismo sentido. 
SS 1625 !R/ 1998, 9790] y 1626/ 1998[R/1998, 9788] y 231/1999 [R/ 1999, 862]}» (STS 776/ 2000. 
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o 26 ] SAP Tarragona 51/ 2003, de 14 de febrero IARP 2003\ 471]. En 
de 4 de mayo IR/ 200 d\3 -1?1 y 8\ARP1998\47]. Tampoco es autor responsable la ma.dre que 
contra. SAP Barce~on_a e 7 ·nt~~ción de llevarse a su hija. tratando de impedirlo la directora 
entra a una guar ena_ con 1 de esta forma se estaba contraviniendo el régimen de visitas fi­
del centro que conoc1a q~~ 2 ª- 2 / 2001. de 14 de mayo IARP 2001\381]. Sí se es pena~mente 
¡ado (SAP Toledo ~Sec~1~taq~e al~ privacidad del domicilio jundico ajeno fue asumido por 
responsabl~ cua(;A; ~e ada\ajara 19/ 2000, de 22 de febrero \ARP 2000\ 528]) o cuando conc~­
el condena º " a en~mistad entre el invasor y el titular del local (SAP Las Palma.s_ -Secc~on 
rre una mamfiest de rna o \ARP 2005\305)). Lo llamativo es que esta construcc1on del upo 
1 !- 97/2~05.~e \~ clásic:tipificación del allanamiento de morada, que parte de la prem1ta 
penal lo a e¡a e rre en una morada es, por esencia, íntimo, por Jo que no res u ta 
formal de que todo lo que ocu d . do una lesión efectiva de Ja intimidad. Por este motivo. 
preCISO acreditar que sedha pro uc1 fundamenten en Ja comisión de este tipo penal (ver, por 

Y escasas las con enas que se 6\ ]) 
son mu 

1 
d S . - 2 a 106; 2005 de 31 de octubre l/UR 200 1595 · 

ejemplo. la SAPTo e o - ecc1on .- - ' 

§2. APARTADO 2 . . . . .. 
e el hecho de entrar o mantenerse con violencia o mt1m1d~c1on 

Mayor repr~c.he penal merec 'urídica ública o privada. despacho profesional u oficina. o 
en el dom1c1ho de una personl a JI 1 b' p rto al público cuando lo haga en contra de la volun­
en establecimiento mercant1 o oca a ie 
tad de su t itular. 

d !ación con este apartado. En primer lugar, es opor-
Dos datos merecen ser subraya os enhre . amos se castiga tanto la entrada (allana-

¡ caso que a ora examm . 
tuno hacer notar que. en e . . llanamiento asivo) en el domicilio de una persona 
miento activo) como el mante;1m~e~~~ (:1 establecimi~nto mercantil o local ab.1erto al públi­
¡und1ca. de.sp~cho prnfes1onl~ u ºm~ent~ de una persona jurídica no está prevista en el tipo 
co. La com1S10~ pasiva del a ·~n~ación a ravada del tipo genérico. En segundo lugar, el. tipo 
general. pero s1 en esta mani es b. gl úblico cuando éstos se encuentran en func1ona­
agravado se aplica a los locales a iertos a ~rico en el que se especifica que Ja entrada debe 
miento. cosa que no ocurre en el tipo gene E . tos su uestos. la comisión delictiva agrava­
producirse «fuera de las horas de apertura'." ne~ do~ar el local cuando sean requeridos a 

~~~.ey~r~~~~i~á~~:t~ ~~:e~~~s~~;~~o~~g:~1:;i~a~nel acceso a Joc~les pú~Jicos. . . 
b leado violencia o mt1m1dac1on. En relac1on con 

La mayor gravedad tra~ causa de ha -e~a~:1~n relación con el art. 202 CP. aunque sea oportu­
esta agravante nos remitimosª lo sena . . . d . . ) sobre las personas puede explicar que 
no añadir que la agravación (violencia o mllm1 ac1on b' rtos al público 
el tipo penal proteja ahora los locales cuando se encuentran a ie . 

Artículo 204 

. . . bl' fuera de los casos permitidos por la Ley y sin med~ar 
La autoridad o func10nano pu ico (ue: d 1 hechos descritos en los dos artículos antena· 
causa legal por delito, cometiere cua quiera ~·os ente en los mismos, en su mitad superior, e 
res, será castigado con la pena prevista ~cspec ivam 
inhabilitación absoluta de seis a doce anos. 

Francisco/avierMatia Porrilla 

1 rt 02 que existe una evidente conexión 
Ya se ha indicado. con ocasión del comentano td ª · ~ f ndamental a la inviolabilidad del 
entre el delito de allanamiento de morada Y e erec 0 u 
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domicilio. Merece la pena completar ahora dicha afirmación haciendo notar que la primera 
proyección penal de dicho derecho fundamental es el art. 243. cuarto. del Código Penal de 
1822. que sanciona la encrada indebida realizada por juez o funcionario publico. Los posten0. 

res Códigos Penales optan por hablar de empleados públicos (arts. 290 CP de 1848, 299 CP de 
1850). autoridad judicial (art. 216 CP de 1870) o funcionario público (art. 215 CP de 1870, 205 
CP de 1932, 191 CP de 1944 y 191 CP de 1973) 

El vigente art. 204 CP dispone que «La autoridad o funcionario público que, fuera de los casos 
permitidos por la Ley y sin mediar causa legal por delito. cometiere cualquiera de los hechos 
descritos en los dos artículos anter iores. será castigado con la pena prevista respectivamente 
en los m ismos, en su mitad superior, e inhabil itación absoluta de seis a doce años». En caso 
de mediar causa por delito, será de aplicación el art. 534-1 CP. que establece una pena de multa 
de seis a doce meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público de dos a seis años. 
En este último caso solamente se encuentra prevista la comisión activa del allanamiento 
(esto es, entrar en domicilio ajeno sin el consentimiento del morador). pero en el caso que 
nos ocupa debemos atender a los d ist intos ilícitos previstos en los arts. 202 y 203 CP. a los que 
nos debemos remitir sin más dilación. 

El mayor reproche penal se jusllfica en que el autor del delito sea autoridad o funcionar io pú­
blico, manifiestamente, actúa fuera del ámbito de sus atribuciones. Para la concreción de las 
nociones de «autoridad» y «funcionario público» resulta ineludible la consulta del comen­
tario relativo al art. 24 CP. En dicho precepto se indica, de un lado. que"ª los efectos penales 
se reputará autoridad al que por sí solo o como miembro de alguna corporación. tribunal 
u órgano colegiado tenga mando o ejerza jurisdicción propia», añadiendose que. «en todo 
caso, tendrán la consideración de auto ridad los m iembros del Congreso de los Diputados 
del Senado. de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y del Parlamento 
Europeo. Se reputara también autoridad a los funcionarios del Minister io Fiscal». El segundo 
apartado del art. 24 establece. de ot ro lado, que «se considerará funcionario público todo el 
que por disposición inmediata de la Ley o por elección o por nombramiento de autoridad 
com petente participe en el ejercicio de funciones publicas». 

La ju risprudencia relacionada con este precepto es escasa. Destaca, por su especial interes. 
la SAP Sevilla -Sección 4-ª- 40/2002. de 5 de ju lio IARP 2002\585), en la que se estima que 
si b ien resu lta acredi tado que algunos age ntes de la Policía Nacional había n alla nado sendas 
habitaciones de hotel en 1993, procede declarar su absolución puesto que el Tribunal Consti· 
tucional estableció que el art. 557 LECr, que avalaba tal comportamiento, debía considerarse 
derogado por la Constitución mucho más tarde (a través de la STC 10/2002. de 17 de enero). 
Sin embargo, no merece reproche penal que un policía. obedeciendo órdenes, realice un re· 
gistro dom iciliario tras una detencion, creyendo que concurría un delito flagrante, puesto 
que habría incurrido en un error que. así considerado, se revela invencible (STS 20-11-1989 IR/ 
1989\ 8683). en relación con el art. 191 CP de 1973). 
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§1. INTRODUCCIÓN 

TÍTULO XI 
DELITOS CONTRA EL HONOR 

Comentario previo al Título XI 

Concepción Cormona Salgado 

Los del itos con tra el honor se encuentran regulad.~s en el Tí~u_lo XI del Libro 11 CP. concre: 
lamente en sus arts. 205 a 216. Su anterior ub1cac1on s1stemat1ca en el derogado texto pu 
nitivo, tras las infracciones contra la vida, la integridad y la libertad se~ual. mu~ cnt1cad~ 
entonces por la doct rina mayoritaria, no era sino el refle10 de la 1deolog1a del legislado'. es 

año! de entonces. que pretendió otorgar preferencia a dic~~s ~el ~tos frente a los relauvos 
~la libertad en general. y ello debido a una e rrónea valorac10n ¡ ur~d 1co-pen_al del concepto 
de honor, en la que primaba una exagerada acepción subjetiv~ y fact1ca de este, cuan?º· en 
realidad, dicha valoración debía ajustarse al modelo _con_slltuc1o~al, en el q_ue predomina su 
sentido interno, ideal e inta ngible. equivale nte. en termmos genen cos, a dignidad Y respeto 

humano. 

La indeterm inación legal existente en el contexto de estos delitos _baj_o la an tigua _normati_va, 
en particular en materia de injurias. claramente atentato~ia al pnnc1p10 de legahdad, unida 
a la evidente restricción que suponía dicha reglamentac1on u~traprotectora -~el derecho al 
honor frente al ejercicio de las libertades públicas de expres1on e tnfo rmac1on [art. 20.1.a) 
y d) CE!. motivó en su día a cierto sector de la doctrina y_ la 1unsprudenc1a a sustentar u~~ 
propuesta parcialmente despenalizadora de ~a les 111frac_c1ones en aras de un mayor respe 
al principio de intervencion mínima y al caracter de ultima rallo del Der_echo penal. En est~ 
linea. y por fortuna. el nuevo CP introdujo sustanciosas reformas en el amb1to de estos de_ 
litos. probablemente como respuesta a esas demandas hasta entonces formuladas . . ª su vez 
impregnadas de la continuidad y solidez necesarias para fun~amemar las mod1ficactones le· 
gales llevadas a cabo en esta materia . Así. por ejemplo. derogo el antiguo dehto de desamlos, 
aunque. por otra parte. desaprovechó una estupenda oportunidad para hacer l_o propio con 
la especial y privilegiada tutela otorgada al honor ?el Rey y a determinados m_1~n~bros de la 
Corona (arts. 490 y 491 CP), as1 como de ciertas Jnsuwc10nes del Estado. de los E¡erc1ros, Clases 
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